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FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME Nº 07/16

CASO 12.213

ARISTEU GUIDA DA SILVA Y SUS FAMILIARES
(Brasil)

I. Resumen del caso

	Víctima (s): Aristeu Guida da Silva y sus familiares
Peticionario (s): Sociedad Interamericana de Prensa (SIP)
Estado: Brasil
Informe de Fondo Nº: 07/16, publicado el 13 de abril de 2016
Informe de Admisibilidad Nº: 73/03, publicado el 22 de octubre de 2003
Temas: Acceso a la justicia / Garantías judiciales y protección judicial/ Integridad personal / Libertad de Expresión / Obligación de respetar los derechos / Periodistas y medios de comunicación / Periodistas y otro/as Trabajadores de los Medias de Comunicación / Vida / Violencia contra periodistas y medias de comunicación  
Hechos: El periodista Aristeu Guida da Silva, propietario y director ejecutivo del periódico de circulación quincenal Gazeta de São Fidélis, fue asesinado el 12 de mayo de 1995 por motivos relacionados con el ejercicio de su profesión, en particular por las noticias y críticas que publicaba respecto a la corrupción y otros actos ilícitos de miembros de la administración pública y otras personas del municipio de São Fidélis, Río de Janeiro. Las investigaciones para determinar responsabilidades no fueron conducidas con diligencia, imparcialidad ni efectividad.
Derechos violados: La Comisión concluyó que el Estado brasileño era responsable por la violación de los derechos a la vida y a la libertad de pensamiento y expresión, consagrados en los artículos 4 y 13 de la Convención Americana, en relación con su artículo 1.1, en perjuicio del señor Guida da Silva y de los derechos a la integridad personal, garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados en los artículos 5, 8 y 25 del mismo instrumento, en relación con su artículo 1.1, en perjuicio de sus familiares. 


II. Recomendaciones 

	Recomendaciones
	Estado de cumplimiento en el 2018

	1. Realizar una investigación completa, imparcial, efectiva y dentro de un plazo razonable que permita esclarecer las circunstancias del asesinato de Aristeu Guida da Silva y determinar las responsabilidades correspondientes.
	Pendiente de cumplimiento

	2. Disponer las medidas administrativas, disciplinarias o penales correspondientes frente a las acciones u omisiones de los funcionarios estatales que contribuyeron a la denegación de justicia e impunidad en la que se encuentran los hechos del caso.
	Pendiente de cumplimiento

	3. Adoptar las medidas necesarias para prevenir los crímenes contra las personas por razón del ejercicio de su derecho a la libertad de pensamiento y expresión y proteger a aquellos periodistas que se encuentran en riesgo especial por el ejercicio de su profesión. En este sentido, la CIDH valora la existencia del Programa Nacional de Protección a los Defensores de Derechos Humanos y del establecimiento del Grupo de Trabajo “Derechos Humanos de los Profesionales de Comunicación en Brasil”. La CIDH llama al Estado a seguir adoptando medidas para fortalecer el programa nacional de protección y para garantizar la efectiva inclusión de los y las periodistas en este marco. Asimismo, insta al Estado a garantizar que dicho programa tenga la capacidad de articularse con las entidades estaduales y municipales para hacerse efectivo para las personas en todo el territorio nacional, incluido el Estado de Rio de Janeiro y el municipio de São Fidélis.
	Cumplimiento parcial

	4. Reparar adecuadamente las violaciones de derechos humanos declaradas en el presente informe tanto en el aspecto material y moral, así como la reivindicación de la labor del señor Aristeu Guida da Silva como periodista a través de la difusión, especialmente en los municipios del Estado de Rio de Janeiro, en un formato pedagógico de los estándares interamericanos aplicables respecto a los deberes de los Estados en materia de prevención, protección y procuración de justicia en casos de violencia cometida contra periodistas en razón del ejercicio a su derecho a la libertad de expresión.
	Pendiente de cumplimiento


III. Actividad Procesal
1. El 26 de febrero de 2018, la CIDH sostuvo una reunión de trabajo con las partes en el marco de su 167º Período de Sesiones en seguimiento a las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 07/16.
2. El 27 de febrero de 2018, el Estado presentó información actualizada sobre el cumplimiento de las recomendaciones a la CIDH. 
3. El 18 de julio de 2018 la CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento al Estado. El Estado solicitó prórroga para presentar dicha información el 17 de agosto. A la fecha de cierre de este informe, la Comisión no había recibido dicha información del Estado. 
4. El 11 de septiembre de 2018, la CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento a los peticionarios. A la fecha de cierre de este informe, los peticionarios no habían presentado dicha información.
IV. Análisis relativo a la información proporcionada
5. La Comisión considera que la información proporcionada en la reunión de trabajo por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada y amplia sobre medidas adoptadas relativas el cumplimiento de al menos una de las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 07/16. El Estado previamente presentó información a la CIDH en el 2016 y los peticionarios en el 2015.  
V. Análisis del cumplimiento de las recomendaciones

6. En relación con la primera recomendación, en 2018, el Estado reiteró información presentada en la etapa de fondo sobre los procesos penales seguidos, indicando que se instauró la investigación policial Nº. 33/95 mediante la cual cuatro personas fueron identificadas como responsables por el asesinato de la víctima
. El Estado reiteró que todos los acusados fueron absueltos y que el proceso ya transitó en juzgado. El Estado manifestó que hay que analizar la viabilidad de esta recomendación desde el punto de vista del ordenamiento jurídico nacional y teniendo en cuenta que los agentes estatales ya tuvieron los juicios concluidos en el marco de un procedimiento judicial expedido por las autoridades competentes. Al respecto, explicó que el principio de ne bis in idem establecido en el artículo 8.4 de la Convención Americana constituye “un gran desafío” para cumplir con esta recomendación. Asimismo, indicó que el Ministerio Publico del Estado de Rio de Janeiro, mediante su Asesoría de Derechos Humanos y Minorías, manifestó en junio de 2017 que en el presente caso, a pesar de que las personas acusadas fueron absueltas, se observó la correcta aplicación de las normas procesales penales y de los principios constitucionales del debido proceso legal, del contradictorio y de la amplia defensa.

7. Los peticionarios no han presentado información específica sobre esta recomendación. 
8. La Comisión toma nota que la información presentada por el Estado respecto a la investigación realizada y los procesos penales seguidos ya había sido puesta en conocimiento de la CIDH mientras el presente caso estaba en la etapa de fondo. La CIDH recuerda que, en el Informe de Fondo Nº. 07/16, concluyó que el Estado no ha actuado con la debida diligencia para investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables del homicidio del periodista Aristeu Guida da Silva y, a la fecha, el crimen permanece impune
. En este contexto, la CIDH recuerda que el deber de investigar debe cumplirse con seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, y debe tener un sentido y ser asumida por los Estados como un deber jurídico propio y no como una simple gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o  de la aportación privada de elementos probatorios, sin que la autoridad pública busque efectivamente la verdad”
. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 1 es encuentra pendiente de cumplimiento. 
9. Respecto de la segunda recomendación, en 2018, el Estado indicó que corresponde a la Corregiduría General Unificada, sin perjuicio de las correcciones internas de las Policías Civil y Militar, desarrollar actividades correccionales en las unidades policiales del estado de Río de Janeiro. También son de competencia de ese órgano recibir sugerencias sobre el perfeccionamiento de sus servicios, reclamaciones y noticias de irregularidades y abuso de poder relacionadas con oficiales civiles y policiales militares estatales, y actuar, además, en iniciativas y programas de y en el caso de las mujeres. En este sentido, el Estado señaló que enviará a la CIDH información acerca de la posible actuación de la Corregidora Interna de la Policía Civil de Río de Janeiro y de la Corregidora General Unificada de la Secretaría de Estado de Seguridad de Gobierno del Estado de Río de Janeiro con miras a identificar la existencia de procedimientos para determinar infracciones disciplinarias imputadas a policías civiles, a oficiales y a policías militares, incluyendo aquellas infracciones que en su caso, hubieran caracterizado actos de improbidad administrativa.
10. Los peticionarios no han presentado información específica sobre esta recomendación. 
11. La CIDH queda a la espera de recibir información actualizada y detallada sobre la posible actuación de la Corregidora Interna de la Policía Civil de Río de Janeiro y de la Corregidora General Unificada de la Secretaría de Estado de Seguridad de Río de Janeiro respecto a la identificación de la existencia de procedimientos para determinar infracciones disciplinarias, además de la adopción de otras medidas administrativas, disciplinarias o penales correspondientes frente a las acciones u omisiones de los funcionarios estatales que contribuyeron a la denegación de justicia e impunidad en la que se encuentran los hechos del caso. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 2 se encuentra pendiente de cumplimiento.   
12. En relación con la tercera recomendación, en 2018, el Estado informó que implementa un conjunto de acciones para proteger defensores de derechos humanos, además de contar con varias instituciones responsables para investigar, juzgar y castigar las violaciones que ocurren en el país, de tal forma posible de afirmar que Brasil posee mecanismos de prevención, protección y represión. En particular, el Estado citó tres iniciativas: el Programa de Protección a los Defensores de Derechos Humanos, el Programa de Protección a la Víctima y Testigos Amenazadas, el Consejo Nacional de los Derechos Humanos y sus informes publicados, así como el Observatorio de la Violencia Contra los Comunicadores. Asimismo, el Estado informó que se celebró una audiencia pública el 8 de mayo de 2018 en Brasilia, a fin de celebrar el día internacional de la libertad de prensa (3 de mayo) y discutir las estrategias de enfrentamiento a la violencia contra periodistas en Brasil. Según el Estado, el evento contó con la participación de periodistas amenazado/as y familiares de víctimas asesinadas por motivos relacionados con el ejercicio de su profesión.
13. Durante la reunión de trabajo realizada el 26 de febrero de 2018, los peticionarios solicitaron la creación de un programa de protección que incluyera a periodistas, además de la elaboración un observatorio sobre violencia contra periodistas. Expresaron también la necesidad de impulsar medidas legislativas dirigidas a federalizar los delitos contra periodistas con aumento de penas para asegurar la realización de investigaciones independientes. 
14. En virtud de lo anterior, la CIDH queda a la espera de información actualizada sobre el estado de cumplimiento de esta recomendación. La CIDH estima pertinente continuar supervisando el cumplimiento de esta recomendación y concluye que el estado de cumplimiento de esta recomendación es parcial. 
15. Respecto de la cuarta recomendación, en 2014, el Estado indicó que por la iniciativa de la Secretaría Nacional de Justicia y otros órganos, se había realizado la traducción al portugués de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con un tomo específico sobre el derecho a la libertad de expresión. En 2018, el Estado informó que el Ministerio de Derechos Humanos está formulando una propuesta de cartilla para difundir tanto los programas gubernamentales que pretenden prevenir los crímenes contra las personas en razón del ejercicio de sus derechos a la libertad de pensamiento y expresión y proteger a los y las periodistas que encuentren en riesgo especial por el ejercicio de su protección, en cuanto a los patrones interamericanos aplicables en relación a los deberes en materia de prevención, protección y realización de la justicia en casos de violación cometidos contra periodistas en razón del ejercicio de su derecho a la libertad de expresión. Según el Estado el objetivo es que la cartilla sea divulgada en medios electrónicos y físicos, en todos los estados del país y en instituciones que traten de temas relacionados a la libertad de expresión. En cuanto a las reparaciones a favor de los familiares de la víctima, el Estado informó que el Ministerio de Derechos Humanos está articulando con el estado de Río de Janeiro propuestas de reparaciones adecuadas para los familiares. Además, el Estado manifestó su disposición para discutir posibles reparaciones simbólicas y de satisfacción con los familiares de las víctimas y sus representantes. 
16. Durante la reunión de trabajo anteriormente mencionada, los peticionarios manifestaron la necesidad de redoblar esfuerzos para reparar y reivindicar la memoria de la víctima. En la misma reunión, indicaron que desde la publicación el informe de fondo el Estado no se ha puesto en contacto con los peticionarios, ni con los familiares de la víctima, y que los familiares aún no han recibido reparación alguna. Indicaron que la familia de la víctima se encontraba amenazada hasta hace poco, por lo que no había confianza en las autoridades. Por último, los peticionarios manifestaron su interés en colaborar en la elaboración de la cartilla. 
17. La CIDH valora la información suministrada por el Estado en relación con el desarrollo de una cartilla para difundir estándares internacionales de protección a periodistas e insta al Estado involucrar a los familiares de la víctima y sus representantes en la elaboración de la misma. La CIDH llama al Estado de tomar las medidas necesarias para otorgar una reparación adecuada a los familiares de la víctima y de proporcionar información sobre dichas medidas. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 4 se encuentra pendiente de cumplimiento.
VI. Nivel del cumplimiento del caso 

18. Por lo anterior, la CIDH concluye que el nivel de cumplimiento del caso es parcial. En consecuencia, la CIDH seguirá supervisando el cumplimiento de las Recomendaciones 1, 2, 3 y 4. 

VII. Resultados individuales y estructurales del caso 

19. En esta sección se destacan los resultados individuales y estructurales del caso informados por las partes. 
A. Resultados individuales del caso

· No hay resultados individuales informados por las partes. 
B. Resultados estructurales del caso

No repetición 
· Celebración de una audiencia pública el 8 de mayo de 2018 en Brasilia, con la participación de periodistas amenazado/as y familiares de víctimas asesinadas por motivos relacionados con el ejercicio de su profesión, en conmemoración del Día Internacional de la Libertad de Prensa (3 de mayo), en la cual se discutió las estrategias de enfrentamiento a la violencia contra periodistas en Brasil. 

� CIDH, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/2016/BRPU12213ES.pdf" ��Case 12.213, Informe de Fondo Nº. 07/16, Aristeu Guida da Silva y sus familiares (Brasil)�, párr 70. 


� CIDH, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/2016/BRPU12213ES.pdf" ��Case 12.213, Informe de Fondo Nº. 07/16, Aristeu Guida da Silva y sus familiares (Brasil)�, párr 180.


� Corte IDH. � HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_171_esp.pdf" ��Caso Albán Cornejo y otros. Vs. Ecuador, Sentencia de 22 de noviembre de 2007�. Serie C No. 171, párr. 62.
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